COMITE  PARA LA ELIMINACION DE LA DISCRIMINACION RACIAL

REPUBLICA DOMINICANA
INFORME ALTERNATIVO AL INFORME DEL ESTADO
CONSOLIDADO DE LOS PERIODOS 9, 10, 11 Y 12
Informe elaborado por: 

La Red de Encuentro Dominico-Haitiano Jacques Viau
 
Posición geográfica 

La República Dominicana comparte con Haití la isla Hispaniola, la segunda en tamaño dentro del archipiélago de las Antillas, localizada en el margen del hemisferio norte. Junto con Cuba, Jamaica y Puerto Rico constituye la parte del archipiélago conocida como "Antillas Mayores".
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La extensión territorial de la isla es de unos 77,914 kilómetros cuadrados, de los cuales 48,442 corresponden a la República Dominicana, sus dimensiones máximas son 265 kilómetros de Norte a Sur y 390 kilómetros de este a oeste. 
La República Dominicana es un país en vías de desarrollo con una renta per cápita de unos 8.000 dólares estadounidenses, que está por encima de la mayoría de los países de su entorno. Sólo los grandes países de Hispanoamérica tienen una economía más potente: Brasil, México, Argentina, Venezuela, Colombia, Puerto Rico, Chile y Perú. 
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La economía dominicana tiene cuatro pilares: agricultura, minería, turismo y zonas francas industriales.
En la actualidad la economía del país descansa, principalmente, en el turismo; aunque en tiempos el principal sector fue la agricultura, que sigue siendo de gran importancia. 
La República Dominicana tiene aproximadamente unos 8.5 millones de habitantes. Se trata de una población muy joven. El 34% de la población son menores de 14 años, el 61% tiene entre 15 y 64 años, y sólo el 5% más de 65 años.
Uno de los rasgos más característicos de la población dominicana es la migración. 
Por su parte los dominicanos emigran principalmente a EE UU, sobre todo a la costa este. La zona de Washington Heights, en Nueva York, tiene el mayor índice de inmigrantes dominicanos dentro de EE UU, y es el primer grupo de población de un condado con una población de 8 millones de habitantes. Con mexicanos, puertorriqueños y cubanos, los dominicanos son la mayoría de los hispanos de EE UU. Otros destinos muy importantes son Puerto Rico y España.
Así mismo,  República Dominicana es país de acogida para miles de inmigrantes huidos de Haití, que ya han tenido varias generaciones. En buena medida son inmigrantes irregulares que emigran por las pésimas condiciones económicas, políticas y sociales de Haití.
INTRODUCCION
La Red de Encuentro Dominico Haitiano Jacques Viau es un espacio de concertación y articulación que agrupa a diecisiete organizaciones de la sociedad civil que trabajan con  migrantes haitianos y sus descendientes en la República Dominicana.  
Esta cuenta con una trayectoria de trabajo  de 12 años y es una iniciativa de participación social que surge con el objetivo de impulsar, promover e incidir en políticas públicas que contribuyan  a la preservación y el respeto de los derechos humanos. 
Preocupados por la compleja dinámica migratoria del país, y sus repercusiones en el respeto a  los derechos humanos, nace la iniciativa de impulsar  una reflexión alternativas a través de un informe que contrarreste las afirmaciones oficiales emitidas por el estado dominicano , en su informe consolidado de los periodos noveno al decimosegundo al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. 
Siguiendo la misma  metodología utilizada por el estado, este informe recorre los artículos más importantes de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, haciendo especial énfasis en el marco legislativo, la situación de los bateyes, salud, personas viviendo con VIH y Sida, la situación de la vivienda, la pobreza y por ultimo, la educación. 
Este informe alternativo presenta casos puntuales, información sobre hechos reales e investigaciones, que demuestran la existencia de actitudes y prácticas discriminatorias institucionalizadas y justificadas por las instancias estatales, en contra de la población afrodescendiente, específicamente, migrantes haitianos/as, dominicanos/as de ascendencia haitiana y dominicanos/as de tez negra.
Finalmente, cabe decir, que este es el primer informe emitido por la sociedad civil dominicana a este honorable comité, el cual consideramos como un primer paso en el proceso de la lucha contra la discriminación racial en el país. 
ARTICULO I
1. En el país no existe una conciencia de que en nuestros orígenes el elemento africano constituye hoy por hoy gran parte de nuestra cultura. 
Los dominicanos y dominicanas,  en general hacen diferencias entre los dominicanos y dominicanas blancos/as y negros/as, asociando a este último con Haití, como una manera de considerar que los dominicanos/as no son negros/as. 

Se ha querido definir la dominicanidad como una raza, superior a los demás grupos de migrantes asentados en el país. Cabe resaltar que el país es una nación eminentemente emigrante. 
David Howard, en su libro “Coloring the nation: race and ethnicity in the Dominican Republic, 2001 nos indica que aunque la República Dominicana es considerada un país multirracial - 65% de la población se identifica como mulata, 15%  negra,  15% blanca y el resto de otras razas - los dominicanos muestran gran indisposición en reconocer y mucho menos privilegiar su herencia africana, optando en cambio por mistificar su composición étnica y cultural en tanto mezcla de raíces hispánicas e indígenas. Agrega además que para referirse a la piel oscura, los dominicanos han desarrollado la categoría “indio”, lo cual permite una continuidad étnica, a la vez que evita cualquier asociación con lo negro. Se entiende entonces que “el uso de indio/a evidencia una negación de la ascendencia africana y un rechazo a Haití, es un encubrimiento de la raza”. 

2. La dificultad del dominicano/a en asumir su identidad, se quiere justificar alegando que esta situación se da por vestigios del colonialismo, cientos de años después se evidencia la falta de políticas y acciones afirmativas por parte del estado dominicano, para el reconocimiento de nuestros orígenes africanos como parte fundamental de nuestra identidad. Nuestros gobiernos han utilizado el argumento colonialista como una ideología de rechazo a la africanidad. 
3. En la República Dominicana la discriminación racial se ha ido agravando con el tiempo, la promulgación del código de trabajo no ha disminuido en lo más mínimo las expresiones racistas. Según el ultimo censo del ano 2002  existen alrededor de 8.5 millones de dominicanos, excluyendo a los dominicanos/as de ascendencia haitiana, descendientes de chinos, cocolos, entre otros, por lo que no contamos con ninguna cifra ya que esta población  no ha sido tomada en cuenta en ningún censo nacional. 
En cuanto al millón de haitianos que el estado alega que vive en el país, no contamos con estadísticas  reales que puedan confirmar esa cifra, ya que al igual que otros grupos de migrantes, no están integrados en los censos. 
4 y 5.  En cuanto a lo establecido en los principios del Código del Trabajo, el gran desafío del mismo, consiste en su aplicación, ya que en la practica los trabajadores migrantes perciben sueldos por debajo del mínimo establecido legalmente, no son beneficiarios del sistema de seguridad social, y no son plenamente integrados al mercado, el trabajador/a migrante y en especifico el trabajador migrante haitiano, a pesar de que en su gran mayoría llegan al país a través de un convenio de trabajo, le son negados todos los derechos laborales, existe una gran explotación de esta mano de obra, y son expulsados arbitrariamente del país después de un periodo de trabajo realizado, al momento del pago. 
Según la  investigación sobre “Inmigrantes Haitianos y sus Descendientes en Republica Dominicana, de Bridget Wooding y Richard Mosseley Williams, para el Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes, plantean que  “ La vulnerabilidad e inseguridad de los trabajadores migrantes es debida al temor siempre presente de arresto y deportación. Existen informes acerca de empleadores sin escrúpulos que cuando los trabajadores haitianos se quejan del mal trato, los amenazan con reportarlos a los oficiales de migración. Si los detienen para deportarlos no recibirán ningún pago pendiente. Esta vulnerabilidad actúa como un poderoso freno para evitar participar en sindicatos u otros intentos que representen y defiendan los derechos de los trabajadores”.

Cabe mencionar, por ejemplo,  el famoso caso que denunciara la abogada Delia Amelia Batlle Jorge denunció que inspectores de Migración maltrataron y golpearon, de manera salvaje, a varios haitianos que trabajaban en una construcción en la avenida Privada, del sector Honduras del Norte, durante una redada contra indocumentados. 
"Es totalmente inaceptable que agentes de Migración actúen de forma tan inhumana y abusiva, cuando debieran respetar y hacer cumplir la Ley sin incurrir en excesos ni violaciones". Manifestó que los inspectores que golpearon y maltrataron a los haitianos se movilizaban en un camión Daihatsu y una camioneta placa L002924, y que luego de apalear a los indocumentados los lanzaron como sacos en los vehí​culos. 

6. En relación a los compromisos asumidos por el estado dominicano con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), sobre  la no discriminación en materia de  empleo y  ocupación (Convenio 111),  es bien sabido que en la práctica el estado no cumple estos acuerdos.

En materia de empleo, por ejemplo, en el mes de septiembre fue presentado un anteproyecto de Ley de Seguridad privada prohibiendo que extranjeros ejerzan esta labor ( seguridad privada),  lo mismo se debió a que, según el estudio realizado a 100  empresas de seguridad privada con un total de 30 mil empleados, 7 mil de estos trabajadores son haitianos. 

7, 8 Y 9. A partir de los errores registrados en el censo de 1920, donde la percepción personal del entrevistador del censo jugaba un rol de definición de color, se compone un imaginario racial irreal en la República Dominicana, tal y como ocurrió con la imposición del dictador Trujillo, al oficializar el “indio” como color, con una clara intención de obviar nuestra africanidad. 
Esta mítica auto-percepción es reforzada por el Estado: la cédula de identidad personal y electoral (necesaria para casi todo acto legal o transacción comercial) y la licencia de conducir incluyen el “color de piel”, y la categoría más usada, comúnmente, es “indio”). 
En la actualidad, sorprende mucho que un país, que se encamina y se compromete con la erradicación racial, siga usando el color de la piel en el documento de identidad, pero esto se agudiza cuando un dominicano/a que se reconoce como negro, el estado impide el ejercicio pleno de su identidad, ya que en las cedulas de identidad y electoral se sigue denominando a las personas por color “indio”, aun cuando la persona solicite ser reconocido como negro/a. 
10. Citando el artículo 100 de nuestra Carta Magna, tal como lo hace el estado en el punto 10 de su informe, y que dice que entre los dominicanos/as no deben existir diferencias, cuestionamos entonces la práctica de exclusión y negación focalizada hacia los dominicanos/as de ascendencia haitiana.
11. En referencia a la afirmación del estado, en el punto 11, sobre la diversidad multiétnica y pluricultural  de la sociedad dominicana, se evidencian varias contradicciones con argumentos anteriores presentados en este mismo informe, específicamente con el punto 1 donde  se niega que la Republica Dominicana este integrada por grupos étnicos diferenciados, además en el punto 7 donde se expone que se ha negado la existencia de población afrodescenciente.
Saludamos el reconocimiento que hace el estado en cuanto a la no existencia de políticas afirmativas hacia los afro descendientes, esto evidencia la urgente necesidad de priorizar acciones reivindicativas hacia esta población y cumplir con los compromisos internacionales del estado en materia de racismo y discriminación. 
12. En cuanto a los compromisos internacionales y su cumplimiento, entendemos que es un reto de todos los sectores de la sociedad y especialmente el estado, sin embargo, el desafío del avance en materia de derechos humanos, exige el cumplimiento cabal de las recomendaciones de organismos internacionales, de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Jean y Bosico vs. República Dominicana), de que se continúen firmando, ratificando y adecuando el marco normativo del país, como es el caso de la Convención de los trabajadores migrantes y su familias de 1990, que esta pendiente de firma por parte del estado dominicano. 
13 al 18.  Aunque no existen pruebas en contrario de lo que afirma el estado en este punto, cabe resaltar que en nuestro actual código laboral no existe un procedimiento jurídico mediante el cual un trabajador migrante no documentado puede interpelar una demanda laboral, lo que constituye un ambiente de seguridad jurídica cuestionable para los trabajadores/as. 
En cuanto a las jornadas de sensibilización que realiza la Secretaria de Estado de Trabajo, no consta, en ninguno de sus programas e informes, capacitación o sensibilización en cuanto a la discriminación racial o étnica. Si, hemos constatado a través del informe de esta institución en seguimiento al libro blanco de la OIT, que se han realizado algunas sensibilizaciones en cuanto a discriminación en materia de género, personas viviendo con VIH-SIDA, y personas con discapacidad.
Esto evidencia, que el tema de discriminación racial no es un punto relevante en la agenda de trabajo de esta importante instancia publica. 
ARTICULO 2
19. Es evidente, que tras tantos años de negación e invisibilidad focalizada hacia los afro descendientes, nos falta y nos urge, un marco normativo  y legislativo  y medidas administrativas,  a nivel nacional,  que protejan contra la discriminación racial y étnica y que contribuya a disminuir la  situación de vulnerabilidad esta población y que esta pueda disfrutar plenamente sus derechos. Actualmente no hay ninguna ley vigente que regule alguna situación en este sentido y la adecuación de la legislación interna con los tratados internacionales, es un proceso lento y casi imperceptible. 
20. En cuanto a la obligación del estado de proteger los intereses de la niñez y la adolescencia y fomentar su desarrollo pleno, el país en la practica ha quedado demostrado todas las dificultades legislativas, administrativas y en todos los ordenes para que los niños y niñas de ascendencia haitiana puedan acceder a su derecho a un nombre y una nacionalidad. Esta infame violación obviamente, se traduce en un entorpecimiento completo al desarrollo de la niñez, en cuanto a salud, educación, y las garantías a los derechos fundamentales de los niños/as.  
Como ejemplo de algunas de estas medidas que atentan contra los derechos de los niños, se encuentran:
· Puesta en vigencia de un libro de extranjería y certificado de nacimiento de color rosado, que distingue un niño del otro, discriminándolo desde el momento de su nacimiento.   
· La resolución 017  del 29 de marzo, de la Junta Central Electoral, en la que ordena a los oficiales del estado civil, que tan pronto reciban algún requerimiento relativo a un acta de nacimiento de alguna persona de padres extranjeros, se abstenga de firmar, expedir o hacer alguna diligencia y enviar inmediatamente a la cámara administrativa, sopena de ser sancionado. 
Cabe resaltar que a partir de esta resolución la Republica Dominicana ha retrocedido en materia de derechos humanos, ya que, la misma ordena que en caso de duda sobre los documentos de los padres, se están revisando actas de nacimiento expedidas con anterioridad y están siendo anuladas una gran cantidad de actas de nacimiento de personas que ya contaban con dicho documento. Estas personas a su vez se ven impedidas de declarar a sus hijos/as recién nacidos. Aclaramos que estamos hablando de dominicanos de tercera y cuarta generación en adelante. 
La situación se agrava más porque una gran cantidad de personas, no tienen acceso a su cédula de identidad y electoral, bajo el alegato de investigación o dudosa procedencia. Paradójicamente es la misma  Junta Central Electoral, la que esta cuestionando documentos que ha expedido con anterioridad. 

Como ejemplos de esta situación,  esta el caso de la familia Servil Severino,  chóferes de guagua publica, son catorces hermanos,  los cuales fueron declarados con ficha documento que posee su padre el cual fu traído a Republica Dominicana en los año de la época de Trujillo (hace 38 años que falleció el dictador). 
Según Café Servil Severino, su hermano Oliverio Servil Severino fue a la oficialia civil de la comunidad de Guerra a solicitar una acta de nacimiento con fines de renovación de pasaporte, al presentarse a la oficialia, el oficial ya con el acta hecha y apunto de entregarla la leyó y la rompió y le dijo que no se la entregaría porque era hijo de haitiano. Este caso aun no ha sido resulto, el oficial del estado civil a alegado que este caso esta en investigación, se le esta dando seguimiento desde el Movimiento de Mujeres Dominico Haitianas (MUDHA). 
También esta el caso de la familia Yemes, 8 hermanos, dominicanos de ascendencia haitiana, cuando Moisés Yemes, solicita su acta de nacimiento, ante la Junta del Distrito, ya que necesitaba hacer una diligencias en ocasión de que había ganado un beca en una licitación de la Secretaria de Educación, en dicho lugar le informaron que no le podían entregar el acta porque no le corresponde hacerlo y además tenían una orden de la JCE de no entregar documentos a dominicanos de ascendencia haitiana. Este caso fue resuelto rápidamente gracias al acompañamiento del Movimiento de Mujeres Dominico Haitianas.  
Estas y otras medidas, se agudizan en la práctica la exclusión y discriminación de las personas afro descendientes en el país, así tengan o no ascendencia haitiana, solo por la tez de su piel. 
22 al 26  En cuanto al proyecto de código penal dominicano, el mismo se esta  debatiendo en el congreso de la república y no ha sido aprobado, por lo tanto, no tiene carácter de ley ni mucho menos, se ha contemplado algún mecanismo de aplicación del mismo, en caso de que sea aprobado. 
ARTICULO 3

27 al 31 Nuestra carta magna protege el derecho a la igualdad, sin embargo, el estado no ha adoptado medidas eficientes para evitar la segregación de las personas, ni en el ámbito publico, ni en el ámbito privado.
En el ámbito público, es bien conocida la situación de precariedad e indiferencia estatal hacia las comunidades bateyanas.

En el ámbito privado el estado no ha intervenido en ciertos casos de discriminación racial, que lamentablemente, se han quedado impunes, tal es el caso de la joven estudiante Pura Alexandra Nuñez, quien fue ultimada a manos de un vigilante privado de un centro nocturno del país, cuando esta intento ingresar a dicho local acompañada de unos amigos y se les impidió la entrada, según se afirmo, el portero dijo: “aquí no entran prietos”,  por lo que hubo disturbios  que concluyeron con este lamentable hecho.
Otro caso destacado durante el mes de julio del 2007  fue el caso del centro nocturno, llamado LOFT,  donde el encargado de negocios de la embajada norteamericana en el país, prohibió a su misión diplomática, visitar dicho lugar, alegando racismo y discriminación, por impedírseles la entrada de manera inapropiada a empleados afro americanos de manera reiterada, ante la inoperancia del estado para investigar y sancionar este tipo de acciones.  Desde la embajada norteamericana se notifico a la Secretaria de Relaciones Exteriores mediante nota diplomática. 

Cabe resaltar que si bien, a nivel judicial se ordeno el cierre de uno de estos centros nocturnos, estos fueron reabiertos sin ningún tipo de fiscalización. 
 De manera incompatible,  en informes anteriores del estado dominicano al CERD, este negaba la existencia de racismo, en este nuevo informe dice que el país viene trabajando para la erradicación del racismo, lo que deja entender que es necesario reconocer y asumir que en el país existe racismo y que además  carecemos de políticas publicas, claras y definidas orientadas a la  erradicación de la discriminación racial.
ARTICULO 4
32 al 34. En lo referente a la libertad de expresión  y el clima de respeto que debe imperar, este, es cuestionable, ya que  la responsabilidad del estado de que esta libertad no implique daños a la moral de las personas e instituciones, se ha visto tan reducida, que  quedó evidenciado la desprotección de los/as defensores/as de derechos humanos en el país, ya que en varias ocasiones, organizaciones no gubernamentales han sido difamadas y perseguidas por la labor que realizan en el país, principalmente organizaciones que trabajan los temas de migración y derechos humanos.
Tal es el caso de Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes, el Movimiento de Mujeres Dominico Haitianas y  lideres de la comunidad dominico-haitiana, quienes han sido acusados por el Canciller  y altos funcionarios del estado, de llevar una campaña de descrédito internacional contra el país, sin ninguna prueba o argumento de peso, esto ha aumentado la hostilidad contra las organizaciones no gubernamentales y los defensores/as de derechos humanos, a nivel nacional e internacional. 
ARTICULO 5 

35. En un marcado interés en la política exterior del estado dominicano de dinamizar las relaciones con los países  del grupo ACP, la Secretaria de Cultura, que actualmente preside  la comisión nacional  de UNESCO, inició un proceso de estudio de la propuesta para la creación de la casa de África, sin embargo, no hay evidencias de la existencias de la misma, no esta contemplada en ningún programa de la citada secretaria.
36 y 37. En cuanto al principio de igualdad ante le ley, del cual se deriva que el ordenamiento jurídico no debe ser discriminatorio, ha sido puesto en duda, ya que según una investigación sobre discriminación racial en el ordenamiento jurídico dominicano
, expone que en nuestras leyes de manera directa, no existe discriminación, pero ciertas normas crean las condiciones para que se produzcan situaciones de discriminación. 
Tal es el caso de nuestro código laboral que limita la mano de obra extranjera en cuanto al por ciento permitido y áreas (Art. 135 y 144), la ley de migración  ante la cual se elevó un recurso de inconstitucionalidad por considerarla discriminatoria y excluyente, a saber: en el art. 36 impide a los hijos/as de extranjeros/as no residentes a optar por su derecho adquirido a la nacionalidad, y las prácticas administrativas que se dan en el marco de las oficialias civiles del país como es el caso de la resolución No. 17 emitida por la Junta Central Electoral. 

Según investigaciones llevadas a cabo por Amnistía Internacional  indican que las leyes y políticas de inmigración no se están aplicando de forma coherente con las normas internacionales de derechos humanos. También revelan que, si bien son los trabajadores migrantes haitianos en situación irregular los que corren más peligro, los dominicanos/as de ascendencia haitiana y los trabajadores migrantes en situación regular, también están expuestos constantemente a sufrir numerosas violaciones de derechos humanos.

Ante estos y otros ejemplos podemos afirmar, que aunque el marco jurídico formal dominicano no estipula de manera directa la discriminación racial, su ambigüedad, en muchos casos y sus efectos, conllevan a situaciones reales de discriminación en el país. 
38 al 55.  El tema de los bateyes es un punto crítico para el país en materia de derechos humanos y sobre todo un punto de debate álgido a nivel nacional.

 El estado dominicano expone que ha venido desarrollando acciones orientadas a mejorar las condiciones de vida de los bateyes a través del Consejo Estatal del Azúcar (CEA) y sinergias con otras instituciones. 
Respecto a los esfuerzos del estado en los bateyes, es lamentable que los mismos se hayan realizado en un clima de poca transparencia institucional, sin ningún tipo de seguimiento, pero sobre todo sin ningún tipo de continuidad con los diferentes gobiernos. 
Los bateyes de la Republica Dominicana aún siguen siendo comunidades excluidas, con condiciones infrahumanas y por debajo de la pobreza extrema, que en su gran mayoría es compuesto por población afro descendientes, dominicanos y dominicanas y migrantes haitianos y haitianas, que pertenecen al estatus socioeconómico más empobrecido y que además, sufren las mayores privaciones y carencias ante la indiferencia del estado dominicano.  
Según el  “Estudio Socio Económico de los Bateyes” realizado en 1986 de Frank Moya Pons. En base a datos del Censo Nacional de 1981 se determinó que la población de los bateyes, alcanzaba los 72,582 habitantes.

En 1999 la Comisión para la Reforma de las Empresas Públicas (CREP) concluyó en un estudio que 180,000 personas viven en 230 bateyes del Estado. Señalando, además, la existencia de 316 bateyes cuando se suman los del sector privado.

Actualmente en el país existen  bateyes en toda la provincia de Santo Domingo y el Distrito Nacional, en la provincia San Cristóbal, San Pedro de Macorís, La Romana, El Seibo, La Altagracia, y Hato Mayor, Barahona y Bahoruco,; y Valverde y Puerto Plata, en el noroeste (CEA, 1999).

Tan solo en los bateyes del Ingenio Barahona viven cerca de 30,000 habitantes, según datos actuales de COPRESIDA y ONAPLAN.

Según Mosctha, en su Evaluación del Provecto Derechos humanos y VIH Sida en Bateyes Dominicanos, con datos del 2005,  el problema de la documentación en los bateyes llega a extremos de hasta un 75 % de bateyes con poblaciones indocumentadas, como el caso del Batey Jaguar.  
Por su parte, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en su informe del ano 2005, sobre desarrollo humano en la República Dominicana afirmó que en el 16 por ciento de los bateyes pertenecientes al Consejo Estatal del Azúcar no había asistencia médica y que sólo el 7 por ciento contaban con un dispensario o una clínica rural. Dos tercios de las personas que viven en los bateyes no tenían acceso a infraestructura sanitaria alguna y la mitad sacaba el agua directamente de los ríos.  
Respecto a los bateyes del CEA, el mismo informe de desarrollo humano revela que en materia de salud y educación el CEA mantiene un déficit crónico, el 16% de los bateyes no recibe asistencia en salud, solo el 4% tiene dispensarios, 3% clínicas rurales y solo el 2% tiene boticas populares. 
En cuanto a educación revela que en  el 30% de los bateyes no se ofrece educación formal, que el 33% de la población de los bateyes no sabe leer ni escribir, además estima que casi un tercio de los bateyes los niños no reciben ninguna educación. 
De igual manera varios organismos internacionales se han hecho eco de esta situación, como el caso de Amnistía Internacional, que en el 2007 presentó su informe “Vidas en Transito” donde se expone la difícil situación de los migrantes haitianos y sus descendientes en el país.

Según el citado informe, Amnistía Internacional dice “Hay unos 400 bateyes diseminados por toda la República Dominicana. En la mayoría de ellos, las condiciones de vida son de las peores del país. En general, quienes viven en bateyes y otras comunidades pobres y marginadas de la República Dominicana no tienen acceso a los servicios públicos más básicos, como atención médica, educación, agua corriente y tratamiento de aguas residuales.

Durante el 2006, una comisión de legisladores demócratas estadounidenses, estuvieron visitando varios bateyes en el país, expresando su preocupación por las condiciones deplorables en que viven las familias en los bateyes. Vale agregar que la reacción de algunos estamentos del estado fue de rechazo y repudio a esta visita, argumentando que esta es una situación exclusiva de la Republica Dominicana, pero entendemos, que la situación de los derechos humanos no se circunscribe a un país, si no que atenta contra la dignidad del mudo entero.

Los documentales “El precio del Azúcar” y  “Los niños del Azúcar” y la muestra fotográfica de “Esclavos en el Paraíso” evidencian claramente las condiciones de pobreza extrema en los bateyes, dichos trabajos investigativos, causaron gran revuelo y rechazo en el país, ante un intento del estado de desconocer la realidad de las comunidades bateyanas. 
Según nuestras investigaciones, actualmente, la situación de los bateyes a nivel general no ha cambiado, no se han disminuido los niveles de pobreza y carencias, ya que las acciones que presenta el estado, se hacen en un marco de estrategia política electoral de los gobiernos de turno. 
SALUD

56. Es necesario corroborar la afirmación que hace el estado dominicano en este punto, ya que es cierto que los afro descendientes están ubicados  en los niveles más bajos de la sociedad y nos permitimos agregar además que es el segmento poblacional más empobrecido y tradicionalmente el mas excluido. 
Aunque la ley de Salud, No. 42-01, establece en su artículo 28  que ¨ Todas las personas tienen los siguientes derechos en relación a la salud:

“Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad, y a no ser discriminada por razones de etnia, edad, religión, condición social, política, sexo, estado legal, situación económica, limitaciones físicas, intelectuales, sensoriales o cualquier otra”. 
Sin embargo, hay un conflicto en cuanto a las disposiciones legales, ya que a puesta en marcha de la Ley 87-01 del Sistema Dominicano de Seguridad Social, ha sido un proceso tortuoso para todo el país, desde su puesta en marcha en la región sur del país, se empezaron a denunciar una serie de anomalías en la puesta en marcha del mismo, así como carencias de medicamentos y de recursos humanos que pudieran satisfacer las necesidades de la población.  
Según Foro Ciudadano en su  nota de Prensa del 31 agosto 2007,  afirmó que el 40 % de la población dominicana se beneficiará del Seguro Familiar de Salud a partir de este 1 de septiembre, cuando entre en vigencia, y rechazó que sectores particulares quieran beneficiarse del mismo : "no satisfechos en su afán de lucro con las numerosas y lamentables concesiones que se les han hecho con algunas de las modificaciones a la Ley 87-01 y algunas de las recientes Resoluciones y disposiciones gubernamentales, los sectores que por 6 años han impedido el inicio del régimen contributivo, presionan por mayores prebendas y para seguir deformando el sistema en función de su beneficio particular". 
Luego el plan fue extendido a otras regiones del país, en un proceso accidentado en la que  miles de médicos tuvieron que realizar huelgas y vigilias por el desorden y las dificultades del sistema de seguridad social. Si bien la ley del sistema de seguridad social es un avance legislativo para el país, en su etapa de concreción y puesta en marcha, ha resultado, incluso actualmente como un gran desorden institucionalizado. 
Para ejemplificar esta situación, el 10 de octubre del 2007, los médicos especialistas encargados de cuidar y prevenir las enfermedades y dolencias de la población dominicana, marcharon hacia el Palacio Nacional para reclamar a la administración del SFS del régimen contributivo mejores tarifas por servicios prestados.

La ley de seguridad social, crea una situación difícil para los trabajadores migrantes, porque aun siendo de conocimiento de todos, que una gran mayoría de estos no poseen documentos, los pone en una situación peligrosamente excluyente, ya muchos migrantes que han pasado su vida en territorio dominicano, aportando al sistema, hoy ven cerradas las puertas de los servicios básicos de salud y de su plan de pensiones.

 La citada ley contempla en su artículo 5 sobre beneficiarios del Seguro Familiar de Salud, lo siguiente: 
“Tienen derecho a ser afiliados al Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) todos los ciudadanos dominicanos y los residentes legales en el territorio nacional. La presente ley y sus normas complementarias regularán la inclusión de los dominicanos residentes en el exterior”. 
Según la analista en seguridad social, Rosa Sánchez Betancourt, en el diagnostico levantado en el marco de su propuesta de Plan Nacional de Documentación, “La carencia de documentación legal de las personas tiene mayor incidencia en los grupos poblacionales más pobres, imposibilitándoles al ejercicio de los derechos de la salud, la seguridad social, la educación, la protección social y el acceso al mercado laboral, lo que recrudece el círculo de la pobreza y la exclusión social”. 
61. En relación al tema de las personas que viven con VIH-Sida, el país cuenta con el Consejo Presidencial del Sida, que junto con muchos actores de la sociedad civil impulsa un programa de respuesta nacional al VIH SIDA e incluso apoya un espacio de articulación orientado a disminuir la prevalencia de esta enfermedad en los bateyes.
Sin embargo, los programas de prevención y educación que se realizan, son tan débiles, en su mayoría, que deben ser apoyados por Organizaciones No Gubernamentales, principalmente en los bateyes. Las instituciones gubernamentales no han tomado en cuenta las actitudes culturales de la población en bateyes, haciendo que el mensaje sea limitado y escueto. Un ejemplo concreto es que los materiales de prevención y difusión de información sobre VIH, en su mayoría, no son publicados también en Creyol, tampoco las charlas son traducidas, y esto constituye una traba para informar a un segmento poblacional de migrantes que histórica y culturalmente se comunica en Creyol. 
Según un estudio de MUDHA sobre la Incidencia de as Políticas Publicas y Actitudes de la Población en Edad Reproductiva de las Comunidades Bateyanas con Relación al VIH/SIDA revela que aunque el nivel de información de la población es significativo, el mismo no se corresponde con la deficiente conducta de percepción de riesgo de la población, ni con sus practicas sexuales. 

Esto cuestiona seriamente las estrategias de formación y difusión utilizada para prevenir y combatir este flagelo, para citar algunos ejemplos presentados en dicho estudio, están los siguientes: 
· La vinculación entre el trabajo de organizaciones no gubernamentales con el Plan Nacional de Lucha contra el SIDA es muy reducida. En el estudio de MUDHA de dieciséis organizaciones entrevistadas, ocho no guardan ninguna relación con este plan. 

· La mayor parte del personal que trabaja en los programas de prevención y atención son promotores voluntarios aliados a organizaciones no gubernamentales. 

· En los programas de prevención, la población alcanzada en las actividades de las ONG son aproximadamente de 19,911, en el caso de las instituciones del estado son 13,500 (según la muestra seleccionada en el citado estudio). 
· 62. En cuanto a la distribución de antirretrovirales, son de difícil acceso. Según la Red Dominicana de Personas que Viven con Sida (REDOVIH)  ha pedido y demandado al Estado, en varias ocasiones,  ampliar el número de personas que reciben antirretrovirales, así como garantizar los medicamentos para aliviar el dolor y tratar las infecciones. 
· De acuerdo con REDOVIH, unos 2.500 enfermos de VIH/Sida reciben los antirretrovirales de forma gratuita, aunque existen alrededor de 5.500 que, a pesar de que cumplen los requisitos, no tienen acceso a ellos. Durante el año 2002 esta red inicio un proceso de demanda sobre el caso de la atención al VIH-SIDA y la falta de acceso al tratamiento de antiretrovirales ante la Corte interamericana de Derechos Humanos. Esta red agrupa más de 160 mil personas que viven con la enfermedad. 

64. Respecto a los derechos de los trabajadores/as, el estado dominicano tiene tareas pendientes, que son de vital importancia, principalmente en lo que respecta a trabajadores migrantes, entendiendo que una gran parte de la economía nacional, se basa en el uso de mano de obra extranjera. 
Según el estudio del Centro Cultural Dominico Haitiano del 2006, titulado “Aportes de la Inmigración Haitiana a la Economía Dominicana”, revela que en la industria formal de la construcción, la agroindustria y la agricultura, y en la industria informal, la mano de obra migrante juega un papel fundamental. La mano de obra haitiana aporta el  2.54 al PIB de la industria azucarera, 30% en el sector agrícola y un 1.48% del producto interno bruto nacional y con valores muy altos de producción. 
Con estos datos, es necesario que  el país se avoque a reconsiderar su política hacia la mano de obra migrante, ya que el estado dominicano no ha firmado el convenio No. 143 de la Organización Internacional del Trabajo,  sobre trabajadores migrantes, tampoco ha firmado ni ratificado la Convención sobre Trabajadores Migrantes y sus Familias, pese a que muchas organizaciones de la sociedad civil, están de manera constante solicitándole al estado que suscriba estos acuerdos para proteger los derechos humanos de todos los trabajadores/as.  
67.  En este  punto, convenimos con el estado en cuanto a que no existe la pureza racial en la República Dominicana, sin embargo, llama poderosamente la atención las disparidades en cuanto a los datos sobre la cantidad de personas afro descendientes, sorprendemente en el punto 3 de este informe, el estado señala que nuestra población de compone en un 80% de raza negra y un 20% de mestizos, sin embargo en este punto la cifra es diferente. 
Otro punto relevante es la forma como son obtenidos estos datos, en tanto en los últimos censos nacionales de población no ha sido tomado en cuenta una muestra sobre población afrodescendiente. 

68. El fortalecimiento de la identidad cultural implica que el estado tome medidas para difundir en la población nuestros orígenes culturales, principalmente los aportes de África en la conformación de la nación dominicana, este reconocimiento constituiría un buen paso para que de manera real se de un dialogo social respetuoso de  la diversidad cultural. 
69. En cuanto a los valores africanos en nuestra cultura, y citando puntualmente el caso de los Congos de Villa Mella, en el 2004 se ejecuto un proyecto para la preservación del mismo, dicho proyecto se llamo Melassa, perseguía hacer documentales sobre la identidad afro dominicana. 
En el marco de este proyecto, la directora de Fundación Melassa, Karin Weyland en su análisis sobre el porque era necesario mayor protección a estas manifestaciones culturales expuso lo siguiente: “Elegimos trabajar con la Cofradía de los Congos del Espíritu Santo de Villa Mella porque los Congos son una manifestación autóctona de la cultura e identidad negra dominicana que han mantenido sus tradiciones generación tras generación desde la llegada de los esclavos/as al Nuevo Mundo.  
Pese haber sido declarados patrimonio oral e intangible a la humanidad por la UNESCO en Mayo del 2001, el pueblo dominicano es quizás el último en reconocer los aportes de la cultura africana como parte de su identidad ya que África como referente cultural fue eliminada de la historia y la cotidianidad dominicana. 
 El proyecto Melassa, contempló el  video documental, “Congo P’a Tí”, que le da reconocimiento a la resistencia que han presentado las manifestaciones afro-dominicanas frente a un panorama de escasez y negación, en particular al rol de la mujer negra en esas comunidades, y aborda la problemática racial en República Dominicana, quizás el único país donde los/as negros/as no quieren llamarse “negro/as”.
VIVIENDA
70. La única observación importante que hacemos en este punto es en cuanto a los criterios para definir quienes serian beneficiarios de esos programas, en tanto, entendemos que no hay transparencia, ni tampoco, acciones específicas para población afrodescendientes en el país. 
Según el estudio  Diagnóstico Situación de Documentación de la Población Dominicana de Ascendencia Haitiana, Estatus Legal de los Inmigrante Haitiana y su Vinculación con la Pobreza en Trece Bateyes de la República Dominicana del año del año 2007, que realizo el Movimiento de mujeres Dominico Haitianas (MUDHA), arrojo los siguientes datos: 

“El acceso a las comunidades bateyanas en el 84.62% de los casos es por calle sin asfalto, esto es, de los trece bateyes 11 están en esta condición, en uno de los bateyes el acceso es por calle asfaltada y en otro por un callejón. En relación a la condición de las calles de las comunidades bateyanas el 92.3% de las mismas están sin asfalto, solo en un batey hay calles asfaltadas”. 
En relación  a la existencia de servicios públicos en los bateyes, el  96.1% cuenta con escuela básica,  91.5% tiene servicio eléctrico, 80.6% escuela inicial, 73.2% cuenta con espacio de recreación, 62.3% escuela intermedia, 56.3% agua de acueducto de llave publica., 49.3% con servicio de recogida de basura, 28.8% tiene agua potable por tubería, 56.3% con agua de acueducto con llave publica, 10.9% con alumbrado publico.

El 48.2% manifestó que vive en una casa independiente; el 30.3% que vive en un barrancón, el 10.9% en un pieza o cuartería, el 3.9% que vive en un apartamento y el 2.8% en una casa compartida con un negocio. El 64.4% de las viviendas tienen entre uno y dos cuartos, para un promedio de 4 personas por vivienda. El 60.2% solo cuenta con un cuarto de dormir, el 26.1% con dos y solo el 8.1% con tres. El 39.4%  de las familias vive en viviendas prestada, el 36.6% en su casa propia  y terminada de pagar, el 15.5% en casa alquilada y el 4.9% en casa propia en proceso de pago.
El 59.2% de las viviendas no tienen cocina, el 30.3% la tiene dentro de la casa  y el 10.60% fuera de la casa.

El 54.9% de las viviendas no tienen baño
, el 25.0% lo tiene fuera de la vivienda y el 20.1% dentro de la misma.

El 48.9% no tienen servicio sanitario, el 27.1% manifestó tener letrina y el 23.9% el tipo de servicio sanitario es un inodoro. El 67.6% comparte el servicio sanitario con otras familias.

El 39.4%  de las familias vive en viviendas prestada, el 36.6% en su casa propia  y terminada de pagar, el 15.5% en casa alquilada y el 4.9% en casa propia en proceso de pago.

En relación a la  infraestructura de la casa el, 76.4% tiene techo de zinc, el 19.7% techo de concreto, el 6.3% techo de zinc y concreto. En relación a las paredes de la vivienda el 47.2 % la tiene de block, el 33.1% de madera, 4.6% de block y madera. En relación a la infraestructura del piso el 66.7% es de cemento, el 13.0% de tierra. Respecto a las divisiones de la vivienda el 31.0% es de block, el 17.3% de madera, el 10.9% de cartón.

Consideramos relevante, citar el estudio de Ayacx Mercedes llamado ¿Por qué los dominico-haitianos están colocados en la base de la estratificación socio-económica de los ciudadanos dominicanos? Mecanismos de exclusión socio-étnica, realizada para el Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes. En dicho estudio, Mercedes expone que  “Consistentemente, las condiciones de vivienda de los dominico-haitianos son mejores que las de los inmigrantes haitianos, pero peores que las de cualquier otro grupo de referencia. Las precariedades de sus viviendas son reveladas en: a) la más alta incidencia de barrios pobres (el doble del promedio nacional) y barrancones (10 veces el promedio nacional); b) la peor calidad en los materiales de construcción; c) la falta de servicios sanitarios (25% frente al 8% de la población total); y d) los niveles de sobre-población (27% de los hogares tiene solamente una habitación, contra el 10 % del promedio nacional). De la información de vivienda emerge un patrón claro de estratificación social: los inmigrantes haitianos son los más excluidos de todos los segmentos, seguidos, muy de cerca, por los dominico-haitianos, y entonces por los dominicanos sin educación y los dominicanos con educación básica. Todos estos grupos están en peores condiciones que el indicado por el promedio nacional, lo cual confirma su estatus desventajoso. Entre los ciudadanos dominicanos, los dominico-haitianos son el segmento más excluido.”
Tabla sobre  Condiciones de Vivienda de los diferentes Grupos Socio-étnicos

	Indicadores de Vivienda
	Haitianos
	Dominico-Haitianos
	Dominicanos sin educación
	Dominicanos con  educación básica
	Población en general

	Tipo de Vivienda 

% Barrios pobres        

% Barrancones                 
	17.7

12.5
	14.6

12.3
	4.4

0.8
	6.2

0.8
	6.0

1.1

	Material de Construcción 

% Paredes de Cemento 

% Piso de tierra             
	40.6

20.0
	46.8

12.4
	57.1

10.7
	61.4

7.1
	66.5

6.9

	Sobre-población 

% Hogares con una sola habitación

% Hogares con 2 habitaciones o menos
	40.3

74.0
	27.0

61.5
	10.1

39.1
	9.1

34.3
	9.8

34.7

	Servicios Sanitarios 

% Hogares con baño privado

% Hogares sin baños      

% Hogares con letrinas compartidas
	17.3

31.1

64.4
	22.8

25.3

56.7
	41.3

10.4

26.8
	46.0

8.1

27.5
	54.2

7.8

25.9


Fuente: Estimaciones propias basadas en el Censo de 2002 

POBREZA
71. Aunque entendemos que el combate a la pobreza es un punto fundamental no solo para el estado dominicano, si no para toda América Latina, el  estado, más que los gobiernos, deben ir encaminados a un desarrollo sostenido e inclusivo. No apreciamos en estos argumentos ninguna medida específica para comunidades afrodescendientes ni que contribuyan de manera directa a erradicar el racismo. Mas aun el estudio de Ayacx Mercedes
 demuestra que  “entre todos los ciudadanos dominicanos, los dominico-haitianos están localizados en la base de la estratificación del ingreso/consumo. Aún los dominicanos sin educación están en mejores condiciones que los dominico-haitianos.”
En el país, flagelos como los de la corrupción, la forma inadecuada en se utilizan los medidores de pobreza, la inequidad de los recursos, la deficiente política fiscal, la falta de políticas publicas para impulsar mayor calificación en la mano de obra, son elementos importantes a considerar dentro del combate a la pobreza. 
Según el informe sobre pobreza del Banco Mundial  del 2006, “la medición de los niveles de pobreza en la República Dominicana se dificulta porque el país tiene uno de los sistemas de seguimiento de las condiciones de vida más débiles de América Latina (inferior a muchos países de menor desarrollo). No existe consenso sobre las líneas de pobreza más adecuadas para el país.

En el 2004  42 de cada 100 dominicanos vivían en la pobreza, y de éstos, 16 de cada 100 vivían en pobreza extrema. En ese mismo año, el 20 por ciento de las familias más ricas concentraba el 56 por ciento del ingreso nacional, mientras que el 20 por ciento más pobre recibía sólo el 4 por ciento. La desigualdad en el ingreso se ha mantenido similar al promedio para América Latina y el Caribe (ALC) durante los últimos 7 años (coeficiente   de Gini de 0.52), la región que de por si es la más desigual del mundo.” 
A entender de Pablo Mella, en sus Notas de Interpretación al Informe del Banco Mundial-BID sobre Pobreza en Republica Dominicana, analiza y resalta tres elementos importantes: 
“El Estado, como gestor de programas de asistencia social y captador de impuestos; el pobre, convertido en un individuo competidor, no en un actor solidario; y el mercado, que aparece como una fuerza impersonal.

 Cabe entonces retomar la dimensión política. La pobreza, considerada multidimencionalmente, no consiste tan sólo en la cobertura de una serie de necesidades básicas y en el acceso a un ingreso que me permita consumir lo que esta sociedad mercantil produce. Tiene que ver también con el fortalecimiento de un tejido social que permita colaborar en la solución de los problemas y abrir un espacio de creatividad para la libertad.” 
74. En este punto, en general,  estamos de acuerdo con el estado cuando afirma que los afrodescendientes están entre las victimas principales en la violación de los derechos económicos, sociales y culturales, pero sobre todo, son victimas de la invisibilidad del estado, por tanto saludamos las necesidades detectadas en cuanto a los primeros pasos necesarios para descontinuar estas practicas, y en este sentido nos permitimos agregar las siguientes recomendaciones:
a) Realizar una campaña de reconocimiento público de los aportes africanos en nuestra cultura, es empezar a decir, sin prejuicios que somos afro descendientes. 

b) Estamos en desacuerdo con el estado cuando dice que los afro descendientes no participan en la vida económica social y cultural del país, lo que pasa es que hay un problema de identidad y además,, con esta invisibilidad, resulta cuesta arriba poder medir la participación o no de la población en la sociedad.

c) En este punto recomendamos al estado dominicano incorporar buenas practicas de otros estados (como los avances legislativos de Brasil) y las emanadas de las recomendaciones de este mismo comité CERD en cuanto a la promoción y la adecuación del marco legislativo, así como con las acciones afirmativas, y que esto sea impulsado desde la estructura estatal e institucionalizado como un hito importante para el desarrollo  inclusivo del país. 
75. En este punto, sobre avances jurisprudenciales en el país para combatir la discriminación, es necesario puntualizar que aun cuando nuestro supremo tribunal haga este reconocimiento en un caso, estos cambios no han sido incluidos en ningún proyecto de modificación de las leyes actuales. 

 La Suprema Corte de Justicia, dictó una sentencia dejando sin aplicación la fianza judicatum solvi, para los trabajadores extranjeros, situación que era discriminatoria para los trabajadores haitianos, en uno de sus considerandos expresa “Considerando: que si el art. 729, del código de trabajo, dispone la liberación de “impuestos y derechos de toda naturaleza a los contratos”, los convenios colectivos y los reglamentos de trabajo, las actas constitutivas de sindicatos, federaciones y confederaciones; y las actas y documentos relacionados con el procedimiento administrativo y judicial en materia de trabajo, teniendo como base que los actores del proceso laboral son mayormente de escasos recursos económicos, es inadmisible aceptar que para ejercer las acciones en reconocimiento de sus derechos, los trabajadores extranjeros transeúntes tuvieren que depositar la fianza “judicatum solvi”. 
Considerando: que gravar el ejercicio de la acciones judiciales de los trabajadores extranjeros exigiéndole el depósito de una fianza, que podrían no estar en condiciones económicas de prestar, fomentaría la contratación de este tipo de trabajador, a sabiendas el empleador de que no tendría que responder por ninguna violación a los derechos del trabajador, por la imposibilidad material de éste de ejercer las acciones correspondientes.

Según el experto Manuel Ramón Herrera Carbuccia , Presidente de la Asociación Iberoamericana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Universidad Católica de Santo Domingo, “El valor de la jurisprudencia, está en ir abriendo puertas ante conflictos, que abarcan a las minorías de los indígenas, de los extranjeros e inmigrantes,  de las mujeres, de las discriminaciones, las dificultades de una sociedad como las latinoamericanas con grandes niveles de desigualdad económica, de oportunidades sociales, política y de un poder judicial atacado por sectores que pretenden poner a su servicio”. 
 

“Las sentencias laborales de los tribunales superiores y de corte suprema, han sido ante las nuevas legislaciones laborales, para allanar el camino, ante errores groseros,  absurdos, evidentes, irregularidades de procedimiento, violación a los principios de contradicción, derecho de defensa y el debido proceso, como también a las garantías constitucionales”. 
Si bien la jurisprudencia tiene un peso en los tribunales, como fuente fundamental del derecho, es necesario continuar promoviendo estas corrientes jurídicas en los tribunales del país  y en los/as operadores de justicia 
ARTICULOS 6 Y 7 
76. En referencia a este punto, en la actualidad, la gran carga de prejuicios y discriminación se ve reflejada en la practica de funcionarios estatales que impiden el acceso a la educación de niños y niñas al  sistema educativo, para citar un ejemplo tenemos las declaraciones del director regional de educación (de la región del Cibao, con asiento en Santiago, segunda ciudad del país y una de las regiones mas productivas), el Lic. Pedro Diepp, declaró: “en mi demarcación no se aceptara la inscripción de niños haitianos e hijos de ilegales”
. Cinco días después y por las presiones que recibió este funcionario, dijo al medio de comunicación EFE, como “un error de apreciación de la noticia”. 
Otro caso es el del batey  Laura, de la comunidad de  Bayaguana, donde el director de la escuela primaria de la comunidad expresó su temor ante la posibilidad de que los alumnos de ese centro estén condenados a no hacer sus estudios secundarios, ya que la Junta Central Electoral (JCE) se niega a emitir certificados de actas de nacimiento a los dominicanos de ascendencia haitiana.

Máximo Zapata Olivo manifestó su preocupación a raíz del caso de la joven Patricia Deriso José, una estudiante de 17 años, que fue rechazada de una escuela de Bayaguana, a donde no pudo inscribirse en el bachillerato, porque el centro le exige un acta de nacimiento certificada que la JCE se niega a emitir.

Cabe resaltar el caso Jean y Bosico vs. Republica Dominicana, en la que el estado fue condenado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, porque los hechos probados evidenciaron la negación al derecho a la educación, entre otros. 
Según un informe de Human Rights Watch, titulado “Personas Ilegales”,  afirma  que “A muchos niños de origen haitiano se les ha negado el acceso a la educación por carecer de documentos que acrediten su nacionalidad dominicana. Aunque la legislación de la República Dominicana no prohíbe a los niños indocumentados asistir a clase, en la práctica a muchos se les ha impedido de forma rutinaria la escolaridad.
 En uno de los bateyes, los representantes de Human Rights Watch tuvieron ocasión de conversar con una joven analfabeta por culpa de estas barreras. No cabe duda de que la denegación de la oportunidad de recibir educación limita gravemente las posibilidades de progreso de estas personas y las relega a futuros trabajos de baja categoría que requieran poca preparación”. 
El estudio ¿Por qué los dominico-haitianos están colocados en la base de la estratificación socio-económica de los ciudadanos dominicanos? Mecanismos de exclusión socio-étnica en una sociedad mulata  de Ayacx Mercedes Contreras para el Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes, cita lo siguiente: 
“El logro educacional de los dominico-haitianos es más bajo que el promedio de la población general, pero más alto que el de los inmigrantes haitianos. Como es mostrado en la tabla 1, su tasa de analfabetismo es casi el doble del promedio nacional, pero es casi tres veces más pequeña que la de los haitianos. Casi un tercio nunca asistió a la escuela, lo cual podría estar relacionado con las prácticas excluyentes derivadas de la falta de documentos legales de sus padres, un asunto que será discutido en la sección de los derechos legales. De aquellos que asistieron a la escuela, solamente el 15% alcanzó la educación secundaria o la educación superior, menos de la mitad del 37% del promedio nacional.”
Tabla sobre Perfil Educacional de diferentes Grupos Socio-étnicos

	Indicadores Educacionales      
	Haitianos
	Dominico-haitianos      
	Total de la población

	Tasa de Analfabetismo Adulto
	73%
	27%
	16%

	Educación Primaria                      
	43%
	76%
	56%

	Educación Secundaria                  
	44%
	13%
	25%

	Universitaria o Superior                
	13%
	2%
	12%

	Nunca asistió a la Escuela             
	43%
	29%
	13%


Fuente: Estimaciones basadas en el Censo del 2002 y IOM-FLACSO (2002) para los Haitianos.

Con estos ejemplos puntuales, solo queremos llamar la atención en cuanto a las cifras que expone el estado dominicano y la alegada apertura del sistema educativo público. 
 EDUCACION 
77. En cuanto a la mejora del sistema educativo en general, según los logros que expone el estado, nos llama la atención el punto 82 en tanto “no se ha hecho ningún cambio en cuanto al contenido que revolucione el papel de los negros/as en la vida cotidiana”, entendemos entonces que nivel de contenido no se han resaltado los aportes de los afro descendientes en la cotidianidad.
Sin embargo, el punto anteriormente citado se contrapone con el punto 83, porque si a nivel de contenidos no hay cambios, nos cuestionamos, como han sido incorporados en los libros de educación  básica, que menciona el estado, en cuanto a la no discriminación por raza y sexo y de otras formas.
En este punto, cabe decir que desde la sociedad civil se han hecho propuestas concretas para que el currículo formal de educación se tome en cuenta el enfoque multicultural, tal es el caso del Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes, con su “Manual de Capacitación  en Educación Multicultural”, el cual, por referencias de esta misma institución, “esta  dirigido especialmente a docentes. Tiene como propósito impulsar procesos de reflexión que impacten en la práctica educativa desarrollada cada día en las aulas, junto a estudiantes, a otros y otras docentes y a sus respectivos directivos. El manual busca de forma concreta, la transformación de actitudes, comportamientos y prácticas mediante el cambio de valores negativos y excluyentes por valores incluyentes y positivos, que promuevan la convivencia y relaciones interpersonales armónicas, tolerantes y pacíficas”. 
Es importante que la Secretaría de Estado de Ecuación pueda incluir este tipo de propuestas valiosas, así como tener un dialogo más abierto en cuanto al contenido de la educación, especialmente con los/as afrodescendientes, como un aporte significativo al sistema de educación nacional. 

84. En cuanto a la  citada Ley General de Ecuación No. 66-97 y los principios consagrados en la misma, entendemos que lo que dinamiza y vitaliza los principios de esta ley, se traduce en que estos puedan ser traducidos en la práctica, aunque algunos hechos concretos nos crean incertidumbre, a saber: 
En el articulo 197 de la citada ley, se dispone: “el gasto publico en educación debe alcanzar un periodo de dos anos a partir de la promulgación de esta ley, un mínimo de 16% del gasto publico o un total del 4% del producto interno bruto del país (PIB estimado para el ano corriente”. Sin embargo, según el PNUD en su informe del 2004 el gasto publico en educación es de 2.4%, muy por debajo de lo previsto en la ley y uno de los números mas bajos de América Latina, cuando paradójicamente el estado  ha reportado un crecimiento económico sostenido en los últimos 50 anos. 
Según la tesis de Monserrat Bobes
: “La Secretaría de Estado de Educación  señalado elementos preocupantes que se suman a la baja inversión estatal en educación: baja tase de cobertura inicial (40%), una alta deserción escolar (4 de cada 10 niños concluyen la educación básica), y una baja tasa de escolaridad en el nivel medio (27.6%), desigualdades de cobertura por zona, altas tasas de repetición y sobre-edad, baja calidad de la educación por debilidades en la formación del profesorado, pocos recursos didácticos, poca integración de los padres,  madres y la comunidad a la educación de los niños y niñas y altas tasas de analfabetismo adulto (15.6%)”.  
Según el Informe de Pobreza del Banco Mundial del 2006, “la educación es determinante para los ingresos y los bajos retornos a la educación probablemente reflejan la baja calidad pertinencia de los programas educativos. 
Esta situación presenta un desafío a la competitividad de los sectores de mayor valor agregado y de mano de obra más calificada. Además, significa que los niños y jóvenes de las familias pobres tienen pocos incentivos para seguir en la escuela pues tienen pocas perspectivas de alcanzar la universidad.  Esto subraya la imperiosa necesidad de mejorar el acceso de los pobres a una mayor calidad educativa, eliminando cuellos de botella en la oferta de escuelas y ofreciendo incentivos ala asistencia escolar a través de los programas de transferencias condicionadas y becas universitarias focalizadas.” 
La reiterada recomendación, que hacen diversos actores sociales,  al estado dominicano,  sobre hacer esfuerzos contundentes en la mejoría de la educación en general, se ve agravada en el caso de los niños y niñas dominicanos de ascendencia haitiana, afro descendiente que por carecer documentos como ciudadanos dominicanos tienen muchas trabas para insertarse en el sistema escolar, en el tiempo y en la forma adecuada. 
� Informe realizado por Chandrai Estévez y Sonia Pierre para la Red de Encuentro Dominico Haitiano Jacques Viau, 2008


� Exceptuando la organización Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes


� Datos tomados del Censo de Población y Vivienda. 2002


� Mapa conjunto Haití y Republica Dominicana


� Periódico Listin Diario. 14/2/2005


� Periódico diario libre, 2/10/2007





� Discriminación Racial en el Ordenamiento Jurídico Dominicano. Nasef Perdomo para el Servicio Jesuita Refugiados y Migrantes. 


� Digna matos, informativo digital “Duarte 101”. 


� Agencia EFE. 30 de noviembre del 2006


� Se debe entender como baño en este estudio la infraestructura compuesta por sanitario y lugar de aseo personal. En la pregunta 12 puntualizamos específicamente lo relativo a sanitario que es donde se realizan las necesidades fisiológicas.


� Ayacx Mercedes Contreras: Porque los dominico-haitianos están colocados en la base de la estratificación socio-económica de los ciudadanos dominicanos? Mecanismos de exclusión socio-étnica en una sociedad mulata. Servicio Jesuita a Refugiados y Migrantes. Revista Estudios Sociales 138. 


� Suprema Corte de Justicia: Sentencia no. 22, 17 de septiembre 1997, B.J. no. 1042, págs. 269. 270 y 271).


� Periódico” Hoy” del 7 de septiembre del 2007


� Periódico ”Clave Digital” del 26 de septiembre del 2007


� Memoria Final de la Investigadora Monserrat Bobes, “El rol de las escuelas comunitarias en la construcción de nuevas representaciones sociales de los niños, niñas y adolescentes dominicanos y dominicanas de ascendencia haitiana”. Para obtener el titulo de Especialista en Políticas Sociales de Infancia”. Universidad Complutense de Madrid. 2007. 
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